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    Una vez que México logró su independencia en 1821, el principal problema político al que hubo que hacer frente fue construir un Estado nacional basado en un sistema constitucional. La Constitución fue el instrumento jurídico que creó instituciones y reguló las relaciones entre los actores y entre éstos y el Estado, organizando la sociedad y posibilitando que se constituyera la nación. Es así como el término clave del periodo 1830-1857 fue «constituirse», tarea ardua en una época que pareció caracterizarse por la inestabilidad política a causa de muy variados motivos: el ensayo de distintos sistemas de gobierno, la crisis financiera del Estado, la intervención del ejército en la política, las controversias surgidas por el papel que la Iglesia debía desempeñar en la sociedad y las condiciones internacionales adversas: el expansionismo norteamericano y el imperialismo francés.


    Por encima de los pronunciamientos militares, asonadas, rebeliones y guerras extranjeras, se desarrolló un proceso constitucional que fue la piedra angular de la paulatina construcción del orden liberal. Los documentos que dieron origen a diferentes sistemas de gobierno a lo largo del periodo y sentaron las bases de la construcción del Estado mexicano fueron, principalmente, la Constitución federal de 1824, las centralistas Siete Leyes (1836) y Bases Orgánicas (1843), el Acta de Reformas (1847), que restableció y reformó a la Constitución de 1824, y la Constitución de 1857, como se puede apreciar en la Tabla 1.


     


    Tabla 1. Sistemas de gobierno, 1821-1917
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    Tres periodos se distinguen claramente: entre 1830 y 1855 una república naciente intentó formar nuevas instituciones de gobierno; de 1855 a 1867 se desarrolló la revolución liberal, orientada a suprimir los rasgos corporativos y estamentales del Antiguo Régimen, y a establecer, mediante la Constitución de 1857, un federalismo efectivo, definiendo al país como una república liberal y federal, situación que no ha cambiado hasta hoy en día; entre 1867 y 1880 se afianzaron los logros alcanzados con la Ley Fundamental de 1857. México pudo consolidar un Estado nacional con el triunfo republicano y la reformulación del federalismo, lo que le permitiría insertarse en mejores condiciones en el ámbito internacional. En consecuencia, el presente capítulo se organiza sobre la base de los periodos señalados y se centra en el estudio de las dinámicas y los aprendizajes políticos que permitieron transitar de un pacto mínimo que dio forma a la nación mexicana a un federalismo liberal que permitió su consolidación.


     


     


    El desarrollo del federalismo mexicano


     


    Hacia 1830 México era un espacio fragmentado en regiones y en éstas primaban fuertes localismos. Una vez lograda la independencia, el gran reto para la nueva nación fue mantener la unidad territorial y satisfacer los intereses regionales en una geografía vasta poblada con una sociedad heterogénea.


    Al derrumbarse el Primer Imperio Mexicano (1821-1823) el país se fragmentó, perdiendo las provincias centroamericanas, mientras que las diversas regiones mostraron distintas inclinaciones políticas: los estados del centro y el Golfo (México, Puebla, Querétaro, Guanajuato, Veracruz y Michoacán) favorecían una unión descentralizada; otros sostenían un confederalismo radical (Jalisco, Yucatán, Sonora, Baja California y Tamaulipas) y los había también que preferían un confederalismo moderado (Zacatecas, Coahuila, Durango, Chihuahua, San Luis Potosí y Nuevo León). Unos y otros decían defender la causa federal, porque la diferencia entre el federalismo y el confederalismo aún no estaba claramente establecida; por el contrario su definición fue producto de un complejo proceso histórico que se revisará en este capítulo.


    La Constitución de 1824, que dio origen a la Primera República Federal, fue un pacto mínimo: las regiones se unieron para la defensa del exterior, para normalizar la política hacia las otras naciones, y en particular de cara a las potencias atlánticas, pues estaba presente la amenaza de que España, que aún no había otorgado su reconocimiento a la independencia, intentara reconquistar su antigua colonia.


    Esta Ley Fundamental estableció una doble soberanía: la de los estados exclusivamente en su régimen interior y la de la nación. El sistema político mexicano, por lo tanto, no fue una copia del estadounidense, sino la única opción viable para evitar que se continuara fragmentando el país y dar acomodo a los intereses regionales y territoriales surgidos en los años anteriores.


    El pacto federal de 1824, aunque resolvió el problema de la desintegración territorial, estableció un gobierno nacional débil, que en lo fiscal dependía de las aportaciones de los estados, de acuerdo a su riqueza y población. Al definir la división de los impuestos entre el gobierno nacional y el de los estados, correspondieron al primero principalmente los de las aduanas marítimas y los del Distrito Federal, donde se estableció la capital, y algunos otros poco importantes. Los estados controlaron la mayor parte de los impuestos, lo que dio por resultado una precaria Hacienda Pública federal. Fue así como la Constitución de 1824 estableció una nación que, de hecho, mantuvo importantes rasgos confederales.


    El término «nación» era distinto a lo que actualmente designa, como sostiene Alicia Hernández Chávez en La constitución de la nación mexicana; los constituyentes de 1824, herederos de la cultura política virreinal, entendían la nación como el conjunto de cuerpos —estamentos—, provincias, ciudades, villas, congregaciones y pueblos. En consecuencia, la primera organización política del país adquirió un carácter híbrido. Por una parte, garantizó a través de la federación algunos derechos políticos, como la libertad de pensamiento y de imprenta —aunque dejó a cada uno de los estados la regulación de los derechos políticos—; por otra, sancionó la intolerancia religiosa, los fueros y tribunales de las dos corporaciones mejor organizadas: la Iglesia y el ejército.


    En esta primera Ley Fundamental coexistieron dos formas opuestas de concebir la libertad —como ha señalado Marcello Carmagnani en El federalismo liberal mexicano—. Unos defendían las antiguas libertades «pactistas», de origen colonial, que fueron entendidas como un atributo de cada comunidad territorial, y por lo tanto imposibles de ser codificadas. El pactismo pervivió a lo largo de la primera mitad del siglo en la defensa de una legislación diferenciada para las corporaciones. Otros pugnaron por establecer un marco institucional que extendiera y defendiera la libertad iusnaturalista, que se fundara en el individuo y concibiera los derechos del hombre como derechos naturales; por tanto, consideraba éstos inviolables, superiores y anteriores al Estado. Los iusnaturalistas demandaban que la libertad fuera igual para todos, y por ello debía ser explicitada y escrita en un texto constitucional.


    Precisamente el carácter híbrido de la Ley Fundamental condujo a que se perfilara una facción política de corte iusnaturalista, que se llamó a sí misma «Partido del Progreso» y luchó por acotar la influencia de la Iglesia en la sociedad.


    En México, como en el resto del mundo, no existían partidos en un sentido moderno, capaces de organizar las actividades políticas en torno a un proyecto definido. Había, en cambio, grupos de opinión y representantes independientes que se aglutinaban de manera informal bajo algunos principios. Con frecuencia formaron facciones y alianzas efímeras en demandas específicas. En la década de 1820 las logias masónicas escocesa y yorkina fueron los lugares de definición política partidista. A partir de 1830 se formaron dos grandes facciones: federalistas y centralistas.


    Los federalistas, el Partido del Progreso, lograron una precaria organización a nivel nacional, pero a causa de su agenda política en materia eclesiástica se dividieron en dos grandes grupos: moderados y puros o exaltados. Los moderados reconocieron como líder al general Manuel Gómez Pedraza, militar realista y presidente de la República por algunos meses en 1833, mientras que los puros o radicales se agruparon en torno a Valentín Gómez Farías, médico originario de Guadalajara, muy ligado al estado de Zacatecas, que entre 1824 y 1847 se convirtió en el más firme defensor del federalismo. Una tercera facción se definió: los centralistas. Éstos, que eran una minoría, sostuvieron que la soberanía era una e indivisible y sólo podía residir en la nación, y por ello defendieron un sistema unitario, aunque en la historiografía mexicana se han denominado centralistas. Pese a que tuvieron como ideólogo a un lúcido estadista, Lucas Alamán (antiguo diputado a Cortes en 1820), su organización fue más informal que la de sus opositores.


    La facción radical llegó al poder en 1833, siendo elegidos Antonio López de Santa Anna como presidente de la República y Valentín Gómez Farías como vicepresidente. Este último puso en marcha un ambicioso programa de reformas, cuyos objetivos fueron someter la Iglesia católica al Estado y liberar su propiedad para estimular el libre mercado. Entre 1833 y 1834 este gobierno hizo la primera reforma en materia eclesiástica: suprimió la coacción civil para el pago del diezmo, secularizó las misiones de California, suprimió la universidad confesional, puso fin a la obligación civil para el cumplimiento de los votos monásticos, eliminó la prohibición a las comunidades religiosas para vender sus propiedades y trasladó al Estado la potestad para nombrar a las personas que debían ocupar los curatos vacantes. A causa de un pronunciamiento, Gómez Farías se vio obligado a dejar el gobierno, y la mayoría de estas reformas fueron revocadas en 1835.


    La fragilidad de las instituciones, aún en proceso de definición, se expresó en la pugna por el poder. Los procesos electorales del periodo frecuentemente evitaron el conflicto al legitimar el cambio de autoridad, pero en ocasiones precipitaron los pronunciamientos a los que las fuerzas armadas recurrían cuando el orden constitucional desoía las demandas de ciertas facciones políticas, pues éstas contaban entre sus miembros con militares de cierto prestigio.


    En el periodo 1822-1854 el caudillo militar por excelencia fue Antonio López de Santa Anna, quien había sido capitán del ejército español que se unió al Ejército Trigarante bajo el mando de Agustín de Iturbide y luego, con el Plan de Casamata, encabezó los poderes regionales que derrocaron el Primer Imperio. Pieza clave para las facciones, gobernó tanto con los federalistas radicales como con los moderados, e incluso durante su presidencia logró el tránsito, mediante mecanismos constitucionales, al centralismo.


    Dos fueron los motivos más importantes que condujeron a que se estableciera un régimen unitario en 1836 con la promulgación de las Siete Leyes: el temor a que continuara la fragmentación del país, pues los colonos anglosajones se habían rebelado en Texas (1835), y el conflicto extremo entre la federación y los estados. Una importante corriente de opinión expresaba que había fracasado el sistema federal porque no había sabido defender la libertad de los ciudadanos ni sus propiedades, había sido incapaz de mantener la paz interna y, como antaño, no lograba conservar la integridad del territorio nacional.


    La nueva Constitución suprimió la soberanía de los estados, redefiniendo el mapa político-administrativo del país, estableciendo a cambio departamentos sujetos al gobierno nacional. Introdujo también el Supremo Poder Conservador, un cuarto poder concebido como un órgano regulador de los tres poderes clásicos y de un incipiente control constitucional, que podía actuar sólo a petición de uno de los poderes afectados. Su fuerza era moral y sólo respondía de sus actos ante Dios y la opinión pública. Pese a que la Ley Fundamental mantuvo el carácter republicano, representativo y popular de la nación, introdujo el voto censitario.


    El sistema electoral que rigió de 1824 a 1857 provenía de la Constitución de Cádiz (1812). Era un sistema indirecto de elección en tres niveles: elección popular de compromisarios, elecciones primarias en los distritos y elecciones secundarias en la capital de los estados o departamentos. En el ámbito local las restricciones para votar fueron mínimas, pues las juntas electorales estaban controladas por las autoridades políticas y los compromisarios.


    Con el propósito de separar el acto electoral del control del poder público, los gobiernos centralistas restringieron la participación política, imponiendo requisitos de riqueza o ingresos por trabajo honesto, pues estaban convencidos de que sólo los propietarios, la gente de razón, podían emitir su voto de manera independiente. Pese a ello, en el periodo centralista llegaron a las legislaturas locales y al Congreso nacional diputados que representaban a los grupos federalistas, entre los que había partidarios de una amplia participación popular.


    El centralismo pronto demostró que no era capaz de garantizar la soberanía nacional: el gobierno enfrentó la independencia de Texas en 1836 y la Guerra de los Pasteles (1838-1839), conflicto militar que estalló con Francia por las reclamaciones de sus súbditos (para mayores detalles acerca de ambos conflictos, véase el capítulo «México en el mundo»). El sistema político centralista no logró contener la creciente ingobernabilidad del país, atenazado por los frecuentes pronunciamientos, reflejo del fortalecimiento de los poderes regionales, y la pugna permanente entre las economías locales y el poder central.


    La crisis del sistema centralista reconfiguró el escenario político. Si en la década de 1830 las facciones políticas dominantes habían sido confederalistas, federalistas y centralistas, en el decenio siguiente los grupos se definieron como liberales, moderados, liberales exaltados y conservadores, y asomó una cuarta opción, la monárquica.


    José María Gutiérrez de Estrada, en una carta dirigida al presidente de la República, López de Santa Anna, afirmó que ni el federalismo ni el centralismo habían logrado dar estabilidad a la nación, por lo que defendía la posibilidad de que se estableciera una monarquía constitucional con un príncipe extranjero. La prensa rechazó la propuesta y su autor tuvo que huir a Europa.


    Los liberales exaltados, a fines de 1841, lograron articularse en un movimiento militar orquestado en las ciudades de Guadalajara, Veracruz y México, que pronto se extendió por todo el país. En la villa de Tacubaya, a poca distancia de la ciudad de México, los principales jefes del movimiento suscribieron las Bases de Tacubaya, en las que acordaron el cese de los poderes emanados de las Siete Leyes, con excepción del poder judicial. Una junta de representantes de los departamentos, nombrada por el general López de Santa Anna, designaría un ejecutivo provisional encargado de convocar un Congreso Constituyente para dar forma a una nueva Constitución. Se establecía de este modo una dictadura provisional (1841-1843).


    Conforme a las Bases de Tacubaya se convocó un constituyente, que se reunió en junio de 1842. En éste se presentaron tres proyectos constitucionales: uno sustentado por la mayoría de la comisión encargada de redactar la Ley Fundamental; un segundo defendido por un grupo de diputados que se separó de la comisión y que sostenía que el federalismo era el mejor sistema de gobierno para el país, y un tercero producto del compromiso entre ambos grupos.
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